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La palabra novedad no parece estar hecha para describir la actividad conven-
cional en el Estado autondmico. Sin embargo, este afio se detectan algunas nove-
dades, que pueden significar un punto de inflexién en lo que hasta ahora ha sido
el desarrollo y la evolucién de la actividad convencional en nuestro sistema, tanto
en la dimensién vertical (Estado-Comunidades Auténomas), como horizontal
(entre Comunidades Auténomas).

Convenios entre el Estado y las comunidades auténomas
Bilateralidad en los nuevos estatutos, multilateralidad en la actividad convencional

2008 representa un afio donde algunos de los nucvos Estatutos han cumplido
su primer (o sus primeros afios) de vigencia. La bilateralidad que se recoge en
algunos textos, sin perjuicio de la participacién en instrumentos multilaterales,
no se visualiza en la actividad convencional que un afio més es claramente mul-
tilateral. En el ingente volumen de convenios verticales que se registran en 2008,
sobre un millar en la linea de los Gltimos afios (2008: 999 convenios publicados
en BOE), la gran mayorfa rcsponden a planteamlentos multilaterales. La colabo-
racién convencional vertical, mis que una cooperacién entre el Estado y las Co-
munidades Auténomas, es una colaboracién del Estado con las Comunidades
Auténomas, pues el convcnio, firmado bilateralmente, suele responder a un con-
venio-tipo (o de suscripcién generah?ada) cuya firma ofrece el Estado a las Co-
munidades Auténomas para la ejecucién de un programa general —con vocacién
de ser desarrollado por todas (o la mayoria) de las comunidades— que acostum-
bra a presentar el ministro del ramo en Conferencia Sectorial. En nuestro siste-
ma, hay un sustrato de convenios al que se van sumando (o sustituyendo) cada afio
nuevos convenios-tipo con la cascada de convenios bilateralmente firmados que
aquellos provocan. Si bien es dificil encontrar sectores donde no haya convenios
(los hay hasta en materia de defensa, competencia exclusiva del Estado), lo cierto
es que los dmbitos donde se consolida la actividad convencional materialmente
multilateral son servicios sociales (el sector por excelencia de la actividad conven-
cional en nuestro sistema desde el propio inicio de su funcionamiento), seguidos
por educacién, sanidad, agricultura y sociedad de la informacién. Esta prolifera-
cién de convenios-tipo es el resultado de una colaboracién multilateral que arran-
ca habitualmente de Conferencias Sectoriales, y, por tanto, de foros multilaterales.
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La percepcidn sobre estos convenios en las Comunidades Auténomas no es uni-
voca (para algunas son un caso de «café para todas»). Para el poder central esta
actuacién proporciona una homogeneidad en lineas de accién piiblica y un equili-
brio entre las comunidades. Pero, més all4 de las diversas percepciones, este pro-
ceder aporta un elemento de transparencia en los procesos cooperativos porque, a
través del mismo, se discuten y se pactan acciones aceptadas ~o, por lo menos,
conocidas—, por todas las Comunidades Auténomas. La incidencia de las nuevas
Comisiones Bilaterales, con rango estatutario, algunas de las cuales ostentan
competencias en materia de impulso de la colaboracién con el Estado, no tienen
por el momento una actividad relevante por lo respecta a la actividad convencio-
nal. Ciertamente, en el seno de algunas de ellas, se estd discutiendo la negociacién
de convenios para cuestiones privativas (en el caso de la Comisién Bilateral Gene-
ralitat-Estado: los convenios en materia de notarias y registros, emergencias radio-
légicas, o en materia de meteorologfa) (vid. pagina Web de la Comisién Bilateral
Generalitat-Estado, http://www10.gencat.cat/drep/AppJava/cat/ambits/autogo-
vern/bilateral_N/bilateral.jsp). Por tanto, en 2008, prosigue un modus operandi
totalmente consolidado basado en la accién materialmente multilateral en las re-
laciones convencionales entre e] Estado y las Comunidades Auténomas.

El origen de los convenios sigue siendo un plan ministerial , de forma creciente,
previsiones normativas estatales

En la mayor parte de los casos el origen de un convenio de suscripcién gene-
ralizada arranca de planes estatales que necesitan de este instrumento para su
concrecién. Entre esos convenios, en 2009, destacan los relativos para la promo-
cién de actividades en materia de salud bucodental que se inscriben en el Plan de
Salud del mismo nombre, los Convenios para ¢l Plan de apoyo a la implantacién
de la Ley Orgénica 2/2006, de 3 de mayo, de Educacién, o los suscritos para el de-
sarrollo de politicas y estrategias comunes en materia de calidad turistica previs-
tos en el Plan Turismo 2020. Por lo menos, para quienes somos espectadores
externos, el problema radica en que no estd claro el grado de participacién de las
Comunidades Auténomas en dichos planes, es decir, en qué medida dichos pro-
gramas son un contrato de adhesién y cudl es el grado de participacién de las
Comunidades Auténomas en su elaboracién. En los Gltimos afios —y asf se apun-
taba en Ja crénica del afio anterior— es creciente el nimero de disposiciones por
parte del Estado que prevén instrumentos cooperativos y, entre cllos, convenios
de colaboracién. Entre los nuevos convenios-tipo que aparecen en 2008, y que
traen causa de previsiones legales, destacan los Convenios para el desarrollo de
la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promocién de la Atencién personal y
Asistencia a la personas en situacion de dependencia, los suscritos en materia de
renta bésica de emancipacién en el marco del Real Decreto 1472/2007, de 2 de
noviembre, o los Convenios para la prestacién mutua de servicios de adminis-
tracién electrénica, en desarrollo de las previsiones de la Ley 11/2007, de 22 de
junio, acceso electrénico de los ciudadanos a los servicios piblicos. En 2008 (con
la informacién del BOE) no se registran otros instrumentos convencionales que
si se han empezado a suscribir a finales de afo en desarrollo de la Ley 45/2007,
de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural. En cualquier
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caso, los datos de 2008 revelan que la prevision legal de dichos instrumentos se
refleja inmediatamente en la actividad convencional del afio siguiente, provocan-
do la irrupcién de este instrumento en un nuevo sector (el caso de dependencia),
o su consolidacién ¢ incremento en otros ambitos donde hasta ese momento la
actividad convencional era menor (vivienda, o, como se sefialé el afio anterior,
educacién).

De nuevo, el principal estimulo para colaborar convencionalmente
entre el Estado vy las Comunidades Auténomas es econémico

Desde hace tiempo, y tal como viene destacindose en estas crénicas, el con-
tenido principal de los convenios que suscriben el Estado y las Comunidades
Auténomas es financiero. Los convenios verticales son un instrumento para fi-
nanciar (o cofinanciar) una accién de interés comin. El principal estimulo para
colaborar convencionalmente entre el poder central y las comunidades es, pues,
econémico. Conviene precisar que los convenios entre el Estado y las Comuni-
dades Auténomas son el principal instrumento para «territorializar» créditos del
Estado a favor de las Comunidades Auténomas, pero no todos convenios con
compromisos financieros representan una transferencia de recursos del presu-
puesto estatal a los autonémicos. El Ministerio de Administraciones Ptblicas —el
que mayor informacién gestiona sobre los convenios y sus dimensiones finan-
cieras— ha elaborado una tipologfa que puede ser de utilidad. Por un lado, hay
convenios subvencionales (claramente, una vez més en 2008, en servicios sociales
y educacién), cuyo tnico contenido es la distribucién de un crédito estatal. Por
otro lado, hay convenios en los que ambas partes deciden cofinanciar un proyecto
cada uno en el marco de sus competencias sin transferencia de fondos a£ciona1es
para las Comunidades Auténomas, pues el gasto estatal se realiza en el ejercicio de
competencias propias (asi, convenios entre el Estado y las Comunidades Auténo-
mas para la construccién de una infraestructura, proyectos medioambientales o la
realizacién de actuaciones en cuencas hidrograficas intercomunitarias). Y, en tercer
término, hay convenios que sirven para retribuir a las Comunidades Auténomas la
realizacién de un trabajo que les encarga el Estado, el pago de la prestacién de un
servicio (por ejemplo, Convenios para la realizacién del Inventario General de
Bienes Muebles del Patrimonio Histérico Espafiol en posesién de instituciones
eclesidsticas, también presentes en 2008, dondi el Ministerio de Cultura financia
a las Comunidades Auténomas como retribucién por elaborar un trabajo de
fichas que corresponde a la Comunidad) (vid. Informe del Ministerio de Admi-
nistraciones Piblicas sobre los convenios de colaboracion Estado-Comunidades
Auténomas suscritos durante 2007, el dltimo disponible, por el momento: http://
WWw.map.cs).

Las dimensiones de la colaboracion convencional subvencional
y su fundamento competencial

Mis del 50% de la actividad convencional del afio en curso sirve, un afio més,
para territorializar créditos del Estado a las Comunidades Auténomas. Ademds,
dicha actividad se produce en sectores donde las Comunidades Auténomas tie-
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nen competencias. La colaboracién financiera, en concreto aquella de cardcter
subvencional, se concentra principalmente, y como se ha sefialado, en servicios
sociales. E] contenido de la cooperacién estd intimamente relacionado con la dis-
tribucién de competencias: en aquellos &mbitos donde el Estado carece de com-
petencias normativas, el contenido principal de esa cooperacién es el reparto de
dinero. La colaboracién financiera de caricter vertical se produce en todos los
sistemas politicamente descentralizados, donde conocen y ~también padecen—
sus riesgos. En el Estado autonémico no se percibe un debate sobre la extensién de
la colaboracién financiera, ni sobre su fundamento competencial. En la crénica del
afio pasado se insistié ya en los problemas de las dimensiones de la colaboracién
subvencional en nuestro sistema. Valga este afio insistir en el significativo nimero
de convenios que articulan un crédito estatal a favor de las Comunidades Auté-
nomas, donde existe una previsién de cofinanciacién. Por ejemplo, en materia de
educacién, en el Acuerdo por el que se formalizan los criterios de distribucién,
asi como la distribucién resultante, para el afio 2008, de las ayudas para bibliote-
cas escolares aprobados por la Conferencia Sectorial de Educacién (BOE
01.07.2008) consta: «Las Comunidades Auténomas aportardn por lo menos una
cantidad igual a la aportada por el Ministerio de Educacién, Politica Social y
Deporte. Esta aportacién, que tendrd la misma finalidad que la aportada por el
Ministerio de Educacién, Policfa Social y Deporte, podra ser destinada a cual-
quier tipo de centro y se podri realizar en el presente ejercicio y en 2009» (BOE
01.07.2008). Asimismo, en el caso de servicios sociales, el Acuerdo sobre forma-
lizacién de criterios y distribucién de créditos aprobados por la Conferencia de
Asuntos Sociales para la cofinanciacién de planes y programas sociales (BOE
16.08.2008), a partir del cual se suscriben convenios «cldsicos» en nuestro sistema
(prestaciones bésicas de servicios sociales de las corporaciones locales, pueblo
gitano, plan estatal del voluntariado, familia e infancia, personas con discapaci-
dad) figura la cldusula segtin la cual: «Las comunidades auténomas y las ciudades
de Ceuta y Melilla aportaran para la financiacién de los proyectos seleccionados,
una dotacién econémica de cuantia igual, al menos, que la que le corresponde en la
anterior distribucién» (la del Estado). La cofinanciacién representa que el poder
central aporta una cantidad siempre y cuando las comunidades aporten, al me-
nos, lo mismo para proyectos de que normalmente determina aquel y que van a
ser desarrollados en sectores de competencia autonémica.

Hacia dmbitos de planificacion conjunta: el caso de dependencia,
una tarea comiin consentida

La cofinanciacién sucle ser uno de los elementos de la planificacién conjunta.
En todos los sistemas politicamente descentralizados ha sido necesario disefiar
sistemas de planificacion y en algunos de ellos (claramente en el sistema aleman)
ha sido necesaria una reforma constitucional para dotar de base constitucional
unas practicas que empezaron siendo extra-constitutionem y acabaron siendo
contra-constitutionem. Los sucesivos Informes del Ministerio de Administracio-
nes Piiblicas sobre convenios han venido sefialando que las condiciones que pone
el Estado para que las Comunidades Auténomas actden de una determina manera
y las aportaciones econémicas que realiza el Estado no son tan importantes como
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para condicionar el desarrollo de las politicas autonémicas y, si se observan los
importes totales, éstos no son tan determinantes como para que una comunidad
se vea desapoderada de sus competencias por convenio. Sin embargo, lo cierto es
que en las Comunidades Auténomas no se halla cuantificado el dinero que reci-
ben por la via convencional y, por tanto, faltan datos para saber si el dinero que
reciben a través de convenios con el Estado es determinante para llevar a cabo
politicas autonémicas e, incluso, si eso esa asi en todas ellas. En cualquier caso,
un punto de inflexién ha sido en este punto la Ley 39/2006, de 14 de diciembre,
de Promocién de la Atencién personal y Asistencia a las personas en situacién
de dependencia, y la actividad cooperativa que ella ha generado. La Ley prevé un
intenso sistema de cooperacién. Los convenios son el instrumento para conse-
guir ¢l segundo nivel de financiacién, concertado entre el Estado y las Comuni-
dades Auténomas, que complementa el primer nivel asumido por el Estado. Di-
chos convenios, suscritos por todas Jas Comunidades Auténomas —no sin agrias
polémicas con eco medidtico en algunos casos—, instrumentan y concretizan los
criterios adoptados en el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y
Atencién a la Dependencia, asimilado a una Conferencia Sectorial (y, por tanto,
multilateral). En ese sistema no hay la misma flexibilidad que en los demiés acuer-
dos de una Conferencia Sectorial, porque las decisiones del Consejo sc clevan a
Real Decreto del Consejo de Ministros. Ese elemento de vinculacién normativa
pretende garantizar el cumplimiento de sus acuerdos, pero también hace muy
dificil llegar a esos acuerdos en dicho foro, dadas las consecuencias que en esos
casos tienen los pactos. Los convenios sobre dependencia irrumpen como gran
novedad en el panorama cooperativo de 2008 (cabe-precisar que dichos conve-
nios se han firmado a finales de 2007 y han recibido publicidaé1 en el BOE pocos
meses después). A diferencia del resto de convenios subvencionales, los conve-
nios sobre dependencia sf comportan importantes aportaciones del Estado. Ade-
més, estos convenios son una pieza de un entramado cooperativo especialmente
intenso, como no se habfa producido antes en nuestro sistema, hasta el punto de
que convierte el dmbito de dependencia propiamente en una tarea coms#n con-
sentida, esto es, en un dmbito de codecisién entre el Estado y las Comunidades
Auténomas. La relevancia juridica de estos convenios se ve rebasada en muchos
casos por su importancia politica. En lo que hasta ahora consta, por primera vez,
se ha aprobado una mocién en un Parlamento autonémico reclamando el conve-
nio entre el Estado y una Comunidad en 2008 en materia de dependencia (Cortes
de Aragdén: mocién ntiim. 4/07-VII, dimanante de la interpelacién nim. 5/07-VII,
relativa a la dependencia). Habitualmente, los convenios y, en general, la activi-
dad cooperativa no han captado la atencién de los Parlamentos (ni central, ni
autonémicos). Ademds, la voluntariedad que se presume de las relaciones coo-
perativas pierde fuerza cuanto més popular es una politica y més dinero repre-
senta para una Comunidad, pues es mas dificil negarse a participar en esa estruc-
tura cooperativa. En cualquier caso, el modelo cooperativo que disefia la Ley de
Dependencia es un sistema nuevo cuyos resultados deberén seguir concretindo-
se en la actividad convencional de cada afio. Si este modelo es un experimento o
un punto de inflexién en la actividad convencional de nuestro sistema debera
también verse en el futuro. En cualquier caso, el desarrollo cooperativo de este
modelo, dentro de la opacidad de todos los procesos de cooperacion, es relativa-
mente mds transparente que otros casos por el trasfondo politico que tiene y el
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eco medidtico que ello genera. Respecto al fundamento competencial de esta acti-
vidad cooperativa plantea, cabe sefialar que el problema no esté sélo en ella misma,
sino en la propia ley que lo prevé.

s Quién hace politicas piblicas en la accion concertada$: los convenios sobre
salud bucodental, renta bdsica de emancipacion, asistencia a mujeres victimas
de la violencia género...

El modelo cooperativo en materia de dependencia, como sc acaba de sefialar,
es el mas espectacular, pero hay otros muchos casos en 2008 donde la actividad
convencional vuelve a poner sobre la mesa uno de los grandes problemas de la
accién concertada: la erosién de la titularidad de las competencias y la responsa-
bilidad politica en el disefio y ¢jecucién de la misma. Ciertamente, este es un pro-
blema cldsico de la actuacidén cooperativa en todos los sistemas. La accién con-
certada provoca un entrecruzamiento de responsabilidades que diluye quién
tiene que hacer qué en estos casos, y, con ello, quién responde ante la opinién
publica (normalmente, de la comunidad auténoma). En 2008, se detecta un incre-
mento de convenios que inciden sobre politicas piblicas muy medidticas y con
claros efectos directos sobre terceros. Entre ellos, cabe destacar el Plan de salud
bucodental que se articula a través de convenios entre el Estado y las Comunida-
des Auténomas. Buena parte de las comunidades (16 con datos de BOE) han sus-
crito estos convenios a través de los cuales se otorga una subvencién directa a las
Comunidades Auténomas firmantes —aprobada por Real Decreto 111/2008, de 1
de febrero— para una amplia cobertura de servicios odontolégicos determinados
por el Ministerio. Las cantidades a aportar se realizarin en dos pagos, el prime-
ro, por un importe del cincuenta por ciento del total, segtin estimacién de pobla-
cién de Ja comunidad que haya suscrito el convenio, y el segundo, por el impor-
te de la cantidad restante, tras la recepcién y conformidad de la certificacién por
parte la comunidad del niimero de casos incluidos en las actividades de promo-
cién de la salud que la norma, y los convenios que la desarrollan, detallan. La
actividad convencional en sanidad se estd intensificando mucho en los dltimos
afios. Tras el proceso de transferencias de esta competencia a las Comunidades
Auténomas, buena parte de la actividad cooperativa en este dmbito se ha desa-
rrollado por el Instituto de Salud Carlos 11, dependiente del Ministerio de Sa-
nidad y Consumo, en materia de formacién de personal y realizacién de investi-
gaciones sobre temas especificos. Sin embargo, ya el afio pasado se produjo una
mmportante cascada de convenios con las comunidades donde el propio Minis-
terlo aparece como suscriptor, a raiz de la aprobacién del Plan de Calidad de la
Sanidad, unos pactos que vuelven a aparecer en 2008: por ¢jemplo, los Convenios
para la atencién al parto normal en sistema nacional de salud, o sobre pricticas se-
guras en centros sanitarios. En esos casos, el Ministerio presenta un plan, ampa-
réndose en sus competencias sobre coordinacién de la sanidad, donde fija lineas
que cada comunidad puede decidir asumir por la via convencional. En tales su-
puestos, se disefia un marco por el Ministerio pero se da flexibilidad a las Co-
munidades Auténomas para que, al menos, materialmente puedan decidir qué
acciones quieren llevar a cabo y, con ello, decidir la politica propia que deseen
desarrollar en este punto. En otros casos, la erosién de la titularidad de las com-
petencias y de la responsabilidad politica se produce mas claramente sobre ambi-
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tos donde las competencias de la comunidad puede ser exclusiva. En 2008, apa-
recen —en el BOE- los Convenios para la gestién conjunta de la renta bisica de
emancipacién de los jévenes firmados entre el Estado y la gran mayoria de las
Comunidades Auténomas. En dichos convenios, ¢l Ministerio de Vivienda se
compromete a abonar directamente ayudas estatales a aquellos beneficiarios a los
que las comunidades auténomas hayan reconocido el derecho a la renta bésica,
mientras que las comunidades coadyuvan en esa politica a través de la organiza-
cién y mantenimiento de ventanillas dnicas de gestion para la presentacion y tra-
mitacién de las solicitudes, el reconocimiento del cumplimiento de los requisitos
y la comunicacién al Ministerio de las resoluciones definitivas. Dichos conve-
nios, firmados por la gran mayoria de las Comunidades Auténomas, son un claro
ejemplo de participacién de las comunidades en una politica liderada por el
poder central en un dmbito con fuerte incidencia en competencias autonémicas
¥, en la linea que se apuntaba antes, en una politica muy medidtica (el problema
del acceso a la vivienda por los j6venes), donde resulta dificil imaginar que una
comunidad no vaya a participar aduciendo razones juridico-competenciales.
Otro supuesto también registrado en 2008 son los Convenios para la realizacién
de un proyecto innovador que garantice el derecho a la asistencia social integral
a las mujeres victimas de la violencia de género. Dichos convenios firmados entre
¢l Estado y las Comunidades Auténomas sirven para articular la concesién de
una subvencién a las comunidades auténomas conforme al cual se fijardn «las
condiciones y compromisos a las quedan obligadas como beneficiarias de la sub-
vencién» segln consta en el texto del propio convenio. Las actuaciones se fijan
en un anexo, y tracn causa del Plan Nacional de Sensibilizacién y Prevencidn de
la Violencia de Género, pero vuelve a suscitarse la duda de cual es el grado de
participacién de las comunidades en dichos planes que luego tienen que ejecutar
ellas mismas en dmbitos de competencias autonémicas, sin perjuicio de las com-
petencias que invoca el Ministerio de impulso de las politicas de igualdad de
oportunidades entre hombres y mujeres y las relacionadas con la violencia ejer-
cida sobre estas tltimas.

La creacion de entes personificados al alza y la aparicién
de consorcios multilaterales

La celebracién de convenios entre el Estado y las Comunidades Auténomas
que prevén la creacién de consorcios es también habitual en nuestra actividad
convencional. Se trata de un afio especialmente significativo en esta materia por
el niimero de instrumentos convencionales formalizados en variopintos sectores:
en defensa (Convenio con Islas Baleares para la creacién del consorcio del Museo
Militar de Menoria y Patrimonio Hist6rico Militar del Puerto de Mahén y Cala de
San Esteban), turismo (Protocolo con Baleares que da continuidad al Convenio
para la transformacién del Consorcio para la mejora y embellecimiento de la playa
de la Palma en Consorcio Urbanistico de la playa de Palma), ciencia (Convenio
con Canarias para creacién del consorcio para la construccién equipamiento y
explotaaon de la Plataforma Oceédnica, Convenio con Islas Baleares para la crea-
cién del Consorcio de equipamiento y explotacién del Sistema y Observacién Cos-
tero de las Islas Baleares, Convenio con Castilla-La Mancha para la creacién del
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Consorcio para la construccién, equipamiento y explotacion del Centro Nacional
de Experimentacién de Tecnologias del Hidrégeno y Pilas de Combustible), o
medio ambiente (Convenio entre la Administracién General del Estado y Castilla-
La Mancha para Ja creacién del Consorcio para la gestién del Plan Especial del
Alto Guadiana). Pero lo realmente interesante este afio es la creacién de consor-
cios no sélo con base en instrumentos convencionales bilaterales, sino con carac-
ter multilateral. Asi, en 2008 se registran dos instrumentos de este estilo, y en
ambos casos en materia sanidad: por un lado, el Convenio para la creacién del
Consorcio CIBER para el drea temdtica de salud mental, entre el Instituto de
Salud Carlos 111, ¢l Consejo Superior de Investigaciones Cientificas y determi-
nados centros de investigacién de ocho comunidades (Andalucia, Aragén, Prin-
cipado de Asturias, Cantabria, Catalufia, Comunidad Valenciana, Madrid y Pais
Vasco); y, por otro, el Convenio para la creacién del Consorcio CIBER para el
drea tematica de diabetes y enfermedades metabdlicas entre las mismas partes, por
parte del poder central, y determinados centros de investigacién de cinco comu-
nidades (Andalucia, Catalufia, Comunidad Valenciana, Madrid y Pafs Vasco). La
suscripcién de convenios formalmente multilaterales, firmados por el Estado y
varias Comunidades Auténomas a la vez, es algo realmente en nuestro sistema.
Y mds aun es que dichos convenios tengan por objeto la creacién de consorcios
también con ese cardcter multilateral. En casi treinta afios de funcionamiento del
Estado autonémico, la actividad cooperativa formalmente multilateral es real-
mente escasa. El caso méds destacado fue la firma en 2001 de un convenio para el
Consorcio sobre el Alberguismo Juvenil, al que posteriormente se sumaron otras
comunidades. Las iniciativas registradas en 2008 siguen representando un hecho
aislado en el conjunto de la actividad convencional, pero brindan también un
buen ejemplo de las muchas posibilidades que tienen este tipo de érganos, cons-
tituidos con cardcter multilateral, para la gestién comun de un 4mbito especifico.

El impulso de la actividad convencional «desde fuera»: de nuevo,
la accion concertada a resultas de las exigencias enropeas

Con relativa frecuencia el Derecho comunitario obliga a la accién concertada.
Con ello, indirectamente el proceso de integracién estd impulsando la suscrip-
cién de convenios entre el Estado y las Comunidades Auténomas. E] sector de
agricola y pesqueros, dos campos fuertemente curopeizados, son 4mbitos donde
se percibe la accién cooperativa vertical que propician las politicas y normas euro-
peas. En ese sentido, en 2008 aparece el Convenio entre el Ministerio de Agricul-
tura, Pesca y Alimentacidn con buena parte de las Comunidades Auténomas para
la colaboracién en la gestién de ayudas de minimis reguladas por el Real Decreto
151/2007, de 16 de noviembre, disposicién que trae causa de los Reglamentos
(CE) nim. 1860/2004 y nim. 875/2007, de la Comisién. Dicha normativa hace
necesario el establecimiento de instrumentos cooperativos entre el Ministerio, las
Comunidades Auténomas y las distintas asociaciones del sector pesquero a los
efectos de resolver las solicitudes ajustdndolas al limite comin del gaséleo sub-
vencionable y conseguir, asf, una gestién més cficaz de las ayudas. Otro ¢jemplo
registrado en 2008 de actividad convencional inducida por las exigencias curope-
as es el Convenio ~también de suscripcién generalizada— firmado por el mismo
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Ministerio bilateralmente con la mayoria de las Comunidades Auténomas, para
el tratamiento de los datos derivados de la gestion de las ayudas financiadas con
fondos de la Unién Europea (IFOP y FEP). Dicho convenio determina la aporta-
cién del Ministerio a la comunidad para el apoyo técnico e instrumental preciso
para el mantenimiento, alimentacién y gestion de determinadas bases de datos, a
tin de dar cumplimiento a los requerimientos comunitarios con relacién al sumi-
nistro de informacién.

La «visibilidad>» de los problemas de ejecucién de los convenios:
la formalizacién jurisdiccional del conflicto

Qué sucede con los convenios una vez se han firmado es terra incognita. Sa-
bemos de la existencia de un convenio por su firma, de su contenido por su
publicacién, de su origen porque en su pr. OplO clausulado se alude a la decisién
de Conferencias Sectoriales 0 a su previsién como instrumento cooperativo en
planes generales o en la normativa sectorial. Sin embargo, poco o nada sabemos
de ]a vida de un convenio una vez éste ha entrado en vigor. Ciertamente, cada afio
vemos en el BOE adendas o protocolos adicionales que dan continuidad a conve-
nios anteriores. Y es verdad que ello puede interpretarse como un signo de que
la actividad convencional es un sector pacifico, poco propicio al contlicto. Pero
ello no significa que no haya problemas, sino mas bien que estos raramente tie-
nen visibilidad, salvo que lleguen a los tribunales. La mayor parte de los conve-
nios prevén comisiones de seguimiento, pero raramente se sabe (porque no hay
publicidad sobre este extremo) si dichas comisiones se crean y, acaso, si una vez
creadas, se rednen. 2008 brinda dos supuestos donde el conflicto con motivo de
un convenio entre el Estado y una comunidad se ha residenciado ante los tribu-
nales. En un caso, se trata del recurso de casacién admitido a trdmite por el Tri-
bunal Supremo el 15 de octubre de 2008, contra la sentencia desestimatoria de la
Audiencia Nacional por la que se estimaba conforme a derecho la negativa del
Estado a firmar un protocolo en 2006 de prérroga del Convenio suscrito en 2005
entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el Gobierno riojano para la
acogida de inmigrantes y refuerzo educativo de la poblacién escolar. La Audiencia
Nacional —6rgano competente para resolver las controversias sobre convenios
entre Estado y Comunidades Auténomas, en virtud del art. 11 Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la jurisdiccién contencioso-administrativa— considera
que el Estado puede fijar las condiciones de la subvencién. El otro supuesto lo
constituye la sentencia del Tribunal Supremo, de 22 de enero de 2008, que da la
razén a Islas Baleares en la controversia que habia enfrentado a esta Comunidad
con el Ministerio de Fomento ante la denuncia unilateral de aquel de dos conve-
nios en materia de carreteras por supuestos incumplimientos del Gobierno de las
Islas Baleares. La sentencia del Tribunal Supremo aborda tres grandes extremos.
En primer término, ¢l Organo jurisdiccional se pronuncia sobre la naturaleza y
régimen juridico de dichos convenios. Al respecto, el Alto Organo jurisdiccional
entiende que tales convenios no son contratos sometidos a la Ley de Contratos de
las Administrativas Publicos, sino convenios de colaboracién a los efectos de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, Ley de Régimen Juridico de las Administracio-
nes Piblicas y del Procedimiento Administrativo Comiin, donde las partes inter-
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vienen en pie de igualdad, de modo que ninguna de ellas posee prerrogativas so-
bre la otra. En segundo lugar, los convenios objeto de la controversia determinan
su plazo de vigencia (ocho afios), sin prever la extincién por causa distinta a su
duracién. Dado que ninguna de las partes tiene en este tipo de pactos prerroga-
tivas sobre la otra, y los convenios crean una vinculacién juridica entre las partes,
no cabe, segtin el Tribunal Supremo, «denuncia ni rescisién unilateral en defecto de
previsién convencional al respecto». En tercer término, la sentencia aborda el papel
de las comisiones de seguimiento de los convenios. Curlosamente, gracias al texto
de la sentencia, —y, por tanto, una vez judicializado en el conflicto~ se toma cono-
cimiento de que en este caso la Comisién Mixta Bilateral prevista en el convenio
se cred y se reunid efectivamente (en unas 11 ocasiones). El Tribunal Supremo
aclara que dichas comisiones tienen, entre otras funciones ex lege (art. 6.3 Ley
30/1992), en cuanto érganos de vigilancia y control, la resolucién de los proble-
mas relativos al cumplimiento de los convenios. Por todo ello, el alto Tribunal
entiende que no procede estimar el recurso por el incumplimiento del clausula-
do, asi como por obviarse las competencias de la Comisién Mixta Bilateral. El
escaso grado de conflictividad en esta materia tiene, o mejor dicho, el escaso
grado de formalizacién en sede judicial de los problemas, tiene estas excepciones
en este afio.

Convenios entre comunidades auténomas
2008 un hito en la colaboracion convencional comunicada al Senado

Durante este afio se han comunicado al Senado a los efectos del art. 145.2 CE
diez convenios entre Comunidades Auténomas. Se trata de un dato insélito en
Ja actividad cooperativa horizontal, pues nunca antes se habia alcanzado dicha
cifra. Mas alld de ello, el dato realmente interesante es constatar como en los tres
ultimos afios se han comunicado al Senado veinte convenios entre Comunidades
Auténomas, casi la mitad de todos los que se han suscrito a lo largo de los casi
treinta afios de funcionamiento del Estado autonémico. Y todo ello sin que se
haya modificado el complejo y riguroso régimen juridico previsto en el art. 145.2
CE para la suscripcién de un convenio entre Comunidades Auténomas, y sin en
ello tampoco haya incidido la 1egu1a01on de los nuevos estatutos, que, como se
ha venido sefialando en estas crénicas y se insistird més adelante, han aportado
més bien poco a la hora de flexibilizar dicho régimen. Hay que recordar que la
debilidad de las relaciones entre Comunidades es una de las asignaturas pen-
dientes en nuestro sistema, y, justamente, el escaso nimero de convenios que se
registran se ha considerado uno de los indicadores formales de esa debilidad. El
clenco de convenios entre Comunidades Auténomas comunicados al Senado
revela el cardcter absolutamente excepcional de este afio para la colaboracién en-
tre Comunidades Auténomas y bien vale transcribirlo para dejar constancia de
esa excepcionalidad:

Convenio entre ¢l Pais Vasco y Cantabria para la prestacién de atencién sani-
taria en zonas limitrofes,

Convenio entre el Pais Vasco y Cantabria sobre transplante cardfaco y pulmonar,
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Convenio entre cl Instituto de Estadistica de Andalucia y el Instituto Vasco
de Estadistica para la colaboracién en materia de fusién de registros,

Convenio entre el Pais Vasco y Navarra para la cesién de uso de diferentes
elementos y aplicaciones informdticas,

Convenio de colaboracién entre la Generalitat de Catalufia y la Comunidad
Auténoma de las Islas Baleares para hacer efectiva la modificacién de los Esta-
tutos del Instituto Ramon Llull, la consiguiente incorporacién de la Comunidad
Auténoma de las Islas Baleares a este Instituto y la correlativa adhesién de esta
Comunidad a los mencionados Estatutos,

Convenio marco de colaboracién entre la Consejeria de Sanidad de la Xunta
de Galicia, el Servicio Gallego de Salud y la Consejeria de Sanidad de la Junta de
Castilla y Ledn, para regular el ambito de coordinacién en materia de asistencia
sanitaria,

Convenio especifico de colaboracién entre la Consejeria de Sanidad, el Ser-
vicio Gallego de Salud y la Gerencia Regional de Salud de Castilla y Leén, para
la atencién primaria, especializada y asistencia sanitaria de urgencias y emergen-
cias en determinadas zonas limitrofes de ambas Comunidades,

Convenio especifico de colaboracién entre Ja Comunidad de Aragén y la Co-
munidad de Castilla y Ledn para la asistencia sanitaria en urgencias y emergen-
cias en la zona limitrofe entre las dos Comunidades,

Convenio especifico de colaboracién entre la Comunidad de Aragén y la Co-
munidad de Castilla y Ledn para la atencién primaria y especializada, y

Convenio marco de colaboracién entre la Comunidad de Aragén y la Comu-
nidad de Castilla y Leén para Ja coordinacién en materia de Asistencia Sanitaria.

Pero hay gue relativizar esos datos porque existe mucha mds colaboracién entre
Comunidades Auténomas que la formalizada a los efectos del art. 145.2 CE

Sin embargo, los datos que arroja el Boletin Oficial de las Cortes no deben mag-
nificarse. Dichos datos corresponden sélo a aquellos convenios entre Comuni-
dades Auténomas que se comunican al Senado. De acuerdo con el art. 145.2 CE,
todos los convenios deberian enviarse al Senado para su comunicacién. Pero la
practica cooperativa interautonémica es mayor que aquella que se comunica al
Senado. Dicho esto, 2008 constituye un afio récord sélo en cuanto al nimero de
convenios remitidos a la Cdmara alta. Y, por tanto, un afio donde se registra un
mayor cumplimiento de los requisitos constitucionales y estatutarios sobre este
punto. La tendencia a colaborar al alza resulta innegable, pero sobre todo se
visualiza un mayor cumplimiento de las normas de la Constitucién y de los
Estatutos que regulan este instrumento y una intencién de hacer més piiblica una
colaboracién que se viene dando al margen de los trdmites parlamentarios pre-
vistos para la misma en un buen niimero de casos. Ademds, en 2008, se ha apro-
bado un acuerdo interpretativo de la Mesa del Senado, segiin el cual se modifica
la tramitacién de los convenios entre Comunidades Auténomas para agilizar su
procedimiento en el sentido de que, si no existen propuestas respecto a un con-
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venio comunicado a la Cdmara, éste se enviara al Pleno, sin necesidad de pasar ya
por la Comisién General de las Comunidades Auténomas (vid. la crénica sobre
El Senado, a cargo de Jorge Villarino, de este mismo Informe). Sin duda, este
aspecto puede facilitar més la tramitacién de convenios horizontales en el Senado
y puede ser un factor que contribuya en los préximos afios a consolidar el auge
de la colaboracién entre Comunidades Auténomas experimentado este afio.

Tal como se apuntaba antes, desde hace tiempo se intuia que habfa més cola-
boracién entre Comunidades Auténomas que la que se formalizaba siguiendo los
requisitos del art. 145.2 CE. La creacién y generalizacién de Registros de Con-
venios en las Comunidades Auténomas ha convertido esta intuicién en certeza.
Dichos Registros revisten configuraciones diversas en cada comunidad auténo-
ma. Los Registros que actdan como depositarios de convenios y dan publicidad
de los mismos se convierten en un instrumento bésico para dar sistematicidad a
la actividad cooperativa entre Comunidades Auténomas, asi como para incre-
mentar la transparencia sobre este sector de la accién cooperativa especialmente
opaco. Y es que hasta la irrupcién de los nuevos estatutos (y sélo en algunos de
eﬁos) no ha existido la obligacién de publicar dichos pactos en el Diario Oficial
de la Comunidad. La fuente «oficial» de los convenios entre Comunidades Auté-
nomas es el Boletin Oficial de las Cortes Generales y éste, como se ha comentado,
s6lo ha aportado «visibilidad», por lo menos hasta ahora, a una pequeiia parte de
la actividad entre Comunidades Auténomas. Una buena muestra de que hay mds
colaboracidn interautondmica que aquella que se envia al Senado lo confirman,
de nuevo, los datos del Registro de Convenios de la Generalitat de Cataluiia
correspondientes a 2008, donde se hallan inscritos diversos pactos interautond-
micos, y sin la labor del cual serfa muy dificil tomar conocimiento de los mismos:
la Declaracién de Paris para la pluralidad lingiifstica entre los Gobiernos de Gali-
cia, Pafs Vasco y Catalufia, un Protocolo de colaboracién entre el Departamento
de Interior, Relaciones institucionales y Participacién de la Generalitat de Catalufia
y el Departamento de Educacién, Cultura y Deporte del Gobierno de Aragén,
un Protocolo entre la Consejeria de Sanidad de la Generalidad Valenciana y el
Departamento de Salud de la Generalitat de Catalufia, un Protocolo de colabo-
racién entre la Sociedad Regional Cantabria I+D+1 y la Agencia de Gestidn de
Ayudas Universitarias catalana, un Protocolo de adhesién del Gobierno de las
Islas Baleares al Protocolo de colaboracién entre el Gobierno vasco, la Genera-
litat de Catalufia y la Xunta de Galicia, en materia de politica lingiiistica, un
Protocolo de colaboracién entre la Consejeria de Salud y Consumo de las Islas
Baleares y la Consejerfa de Salud de la Generalitat para iniciar un proceso de
colaboracidn entre ambas administraciones, un Convenio de colaboracién entre
el Gobierno de las Islas Baleares y la Generalitat de Catalufia en materia de poli-
tica lingiiistica para ¢l doblaje de peliculas en cataldn, asi como un Convenio de
colaboracién entre el Gobierno de las Islas Baleares y la Agencia para gestién
de ayudas universitarias e investigacién para la evaluacién de solicitudes presen-
tadas en la convocatoria de becas predoctorales para la formacién personal inves-
tigador (Fuente: Registro de Convenios de la Generalitat de Catalusia. Direccion
General de Relaciones Institucionales, vid, http://www10.gencat.cat/drep/App
Java/ cat/ambits/relacions/ Registre/catala/Registre_catala.jsp). Esos datos no sélo
permiten dar una idea mds ajustada de las magnitudes de la colaboracién forma-
lizada por las Comunidades Auténomas, sino también el tipo de acciones pacta-
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das, su caracter eminentemente bilateral, asi como el tipo de instrumento utiliza-
do. Y justamente en este punto, esos datos confirman que mis alld de los dos
tipos de pactos que prevé el texto constitucional y los estatutos (convenios de
colaboracién y acuerdos de cooperacién), las Comunidades Auténomas suscri-
ben protocolos o declaraciones que, suelen ser la antesala de convenios y mani-
fiestan una intencién de formalizar una colaboracién a concretar en un momento
posterior.

Hay una consolidacion de espacios de colaboracién interantonémica (sanidad,
lengua, nuevas tecnologias), pero queda mucho por hacer...

Si sumaramos los datos de convenios remitidos al Senado a la informacién de
que disponen los Registros de Convenios de todas las comunidades donde se han
constituido, seguramente las dimensiones cuantitativas de la colaboracién hori-
zontal formalizada en nuestro sistema no serfan tan precarias. Sin embargo, no
puede decirse lo mismo de los rasgos de esa colaboracién. La «muestra» que re-
presenta la colaboracién entre Comunidades Auténomas «oficial» (entiéndase
por tal, la publicada en boletines oficiales y en registros piblicos de convenios)
confirma unas tendencias ya presentes en otros afios. 2008 representa una con-
solidacién de dmbitos que las Comunidades Auténomas parecen haber identifi-
cado como espacios propicios para la cooperacién entre ellas. Entre ellos, este
afio, destaca la colaboracién en materia sanitaria entre Comunidades Autonomas
vecinas: asi, los Convenios entre Pais Vasco y Cantabria para la prestacién de
atencién sanitaria en zonas limitrofes, asi como sobre transplante cardiaco y pul-
monar, la actividad entre Galicia y Castilla y Ledn con un Convenio marco para
regular el dmbito de coordinacidon en materia de asistencia sanitaria que se ha
concretado a través de otro instrumento convencional entre Jas mismas partes; y
la colaboracién entre Castilla y Ledn y Aragén que pactan la misma férmula que
el caso anterior, un Convenio marco que propicia dos Convenios espec1f1cos para
dar desarrollo al mismo. Con cllo, ]a asistencia sanitaria y la extincién de incen-
dios se erigen en los dos dmbitos por excelencia de la colaboracién horizontal en
nuestro sistema, pero siguen siendo dmbitos especificos, muy puntuales y sobre
todo parece una colaboracién «de urgencia» ¢cémo no van a colaborar las Co-
munidades Auténomas en estos temas? Las nuevas tecnologias (en materia de
fusién de registros o de cesién de uso de diferentes aplicaciones informdticas) es
un dmbito de cooperacién interautonémica incipiente que ya ha aparecido otros
afios y que, normalmente, se pacta de forma bilateral y no siempre entre Comu-
nidades Auténomas vecinas (por ejemplo, en 2008 la colaboracién entre el Pais
Vasco y Andalucia en materia de fusién de registros y con Navarra para la cesién
de uso de diferentes elementos y aplicaciones informdticas). En esos casos, lo que
llama la atencién es que la colaboracién se formalice sélo bilateralmente, porque
son temas que pueden plantearse en mds Comunidades Auténomas. Respecto a
la consolidacién de espacios de colaboracién interautonémicos, 2008 brinda un
dato de interés con la reactivacién del Institut Ramon Llull. Se trata de un conve-
nio ya firmado en 2000 que qued6 en suspenso por motivos politicos y que, de
nuevo, este afio s¢ ha intentado retomar. La colaboracién entre Cataluiia ¢ Islas Ba-
leares se ha consolidado claramente en torno a la lengua. El Institut Ramon Lllull
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supone ademds la reactivacién de una colaboracién que reviste la forma de con-
sorcio. De hecho, dicho Instituto fue el primer consorcio interautonémico en
nuestro sistema. Hace un par de afios se cred el Consorcio entre Cantabria, Cas-
tilla y Ledn y el Principado de Asturias para la gestién coordinada del Parque
Nacional de los Picos de Europa en respuesta a la sentencia del Tribunal Consti-
tucional sobre este tema. Ambos supuestos constituyen los dos primeros con-
sorcios ~por lo menos con «publicidad oficial»— en el Estado autonémico. Como
se ha venido sefalando en otras crénicas, la creacién de entes personificados con
base en convenios horizontales es habitual en el Derecho comparado, pero goza
de poca difusién en nuestro sistema. La reactivacién del Institut Ramon Llull
supone un paso en ese sentido y, ademads, supone intentar consolidar una linea de
colaboracidn interautondmica, ya que la creacién de un consorcio representa
también la constitucién de una infraestructura estable para gestién conjunta de
un dmbito. Este dato es sumamente importante porque desconocemos Ja conti-
nuidad temporal de las acciones pactadas a través de convenios entre Comunida-
des Auténomas (incluso, si, tras ser firmados, se llegan a ¢jecutar). A pesar de que
la actividad entre Comunidades Auténomas de este afio arroja un balance posi-
tivo para la colaboracién horizontal, no debe pasarse por alto que en nuestro sis-
tema estamos todavia en un estado muy embrionario en este tipo de relacién que
sigue siendo deficitaria en Espafia y mds aun si se compara su situacién con la de
paises de nuestro entorno. Queda aqui mucho por hacer, porque muchos son los
ambitos donde las Comunidades Auténomas pueden actuar entre ellas y, por el
momento, no lo hacen.

La colaboracién entre Comunidades Auténomas sigue siendo principalmente
entre vecinas vy clama la ansencia de multilateralidad

La consolidacién de espacios de colaboracién se produce también acusada-
mente entre Comunidades Auténomas limitrofes. No es extrafio que ello sea asi,
ya que entre entes territoriales colindantes hay problemas comunes, y, en cual-
quier caso, estin destinados a relacionarse més ficilmente con el que estd més
cerca. Ademas, el caricter bilateral de esa colaboracién entre estas Comunidades
Auténomas estd intimamente relacionado con el tipo de problemas que las ellas
estén abordando de forma cooperativa: los temas di asistencia sanitaria a pobla-
cién en zonas limitrofe, los incendios, o bien la homologacién de titulos de trans-
porte se plantean con la(s) vecina(s). Si la naturaleza del problema ya no es un
tema a resolver sélo entre Comunidades Auténomas vecinas (como las cuestio-
nes relacionadas con las nuevas tecnologfas), es 16gico que esa colaboracién no
s6lo se produzca entre Comunidades Auténomas limitrofes. En nuestro sistema,
la colaboracién entre Comunidades Auténomas es claramente entre colindantes,
pero los convenios para problemas entre ellas todavia no son tantos ni las rela-
ciones que con base en eﬁos se entablan no tienen, como se ha visto, un caricter
estable, aunque parece que este tipo de colaboracién va al alza. En Espafia, lo que
llama poderosamente la atencién es que las Comunidades Auténomas no cola-
boren multilateralmente. ;No hay dmbitos de colaboracién multilateral entre to-
das o la mayorfa de las Comunidades Auténomas? Ciertamente, este afio puede
detectarse una cierta colaboracién multilateral encubierta, pues los Convenios en
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materia de asistencia sanitaria entre Castilla y Leén y Galicia, y entre ésta misma
Comunidad y Aragén, son muy similares en cuanto a las acciones pactadas. La
colaboracién entre Comunidades Auténomas en 2008 vuelve a ser claramente
bilateral y entre entes limitrofes. Incluso, en los supuestos en que no colaboran
comunidades vecinas (caso del Convenio entre Pais Vasco y Andalucia en mate-
ria de fusién de registros), cl objeto de esa colaboracién podria ser de interés para
otras Comunidades Auténomas, pero esos pactos se formalizan entre dos de
ellas. La colaboracién con el vecino es muy importante. Ahi, cabria destacar no
s6lo la informacién sobre convenios comunicados al Senado, sino también la que
brinda el Registro de Convenios de la Generalitat de Catalusia sobre el protoco-
lo de colaboracién entre Catalufia y la Comunidad Valenciana en materia de asis-
tencia sanitaria, un pacto que abre una linea de colaboracién (formalizada) entre
ambas Comunidades Auténomas en el dmbito de la sanidad, y que ademés pone
de relieve la importancia de empezar por dar respuesta a problemas cotidianos,
donde el gjercicio concertado de las competencias incide directamente en benefi-
cio de los ciudadanos de ambas Comunidades. Sin duda, los pequeiios pasos son
decisivos y esos pequefios pasos empiezan por la colaboracién con la comunidad
«de al lado». Pero en el actual momento de desarrollo del Estado autonémico,
clama, como se sefialaba la ausencia de una colaboracién multilateral entre ellas.
La ausencia de multilateralidad es un gran déficit en las relaciones horizontales
que se proyecta en la actividad convencional (nunca en nuestro sistema se ha fir-
mado un convenio entre todas las Comunidades Auténomas, o la mayoria de
ellas), en la colaboracién organica (no hay Conferencias Sectoriales horizontales,
ni una Conferencia de Presidentes horizontal), en asuntos curopeos (en las difi-
cultades para la formacién de la posicién comiin de las Comunidades Auténo-
mas), y en conflicto (las Comisiones Bilaterales son un érgano entre el estado y
una comunidad, de modo que si varias comunidades entienden que una ley del
poder central es inconstitucional deben recurrir a estructuras bilaterales de caric-
ter vertical). El funcionamiento de paises de nuestro entorno con un nivel de des-
centralizacién politica similar revela que la colaboracién horizontal multilateral
(y omnilateral) es muy habitual y decisiva para mejorar la posicién negociadora
de los entes territoriales frente al poder central, evitar procesos de centralizacién
en competencias propias y gestionar mejor entre todas ellas recursos personales
y materiales, ¢ incluso trasponer derecho europeo por la via de la cooperacién
horizontal.

Los convenios mixtos de colaboracion: spueden los entes locales
de una Comunidad celebrar convenios con el Gobierno de otra?

Normalmente, la actividad convencional suele ser un sector «pacifico», en el
sentido ya antes matizado, de que pocos conflictos se llevan a los tribunales. En
2008 hay dos interesantes sentencias del Tribunal Supremo, de 15 de julio y de 19
de diciembre, que confirman la anulacién por parte del Tribunal Superior de
Justicia de Castilla y Leén de los acuerdos adoptados en 2002 por los Plenos de los
Ayuntamientos de La Puebla de Arganzén y del Condado de Trevifio por los que
se aprobaba la suscripcién de Convenios de colaboracién entre el Gobierno
Vasco y dichos los Ayuntamientos en materia de educacién y cultura y en mate-
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ria de promocién econémica y desarrollo rural. El Tribunal Supremo debe abor-
dar en esos casos hasta qué punto pueden entes locales de una Comunidad cele-
brar convenios con ¢l Gobierno de otra. En los casos planteados, ¢l alto tribunal
resuelve que los entes locales pueden celebrar convenios con otras Administracio-
nes Publicas, pero las materias sobre las que versaban tales convenios (educacion,
cultura, promocién econémica y desarrollo rural), sin perjuicio de Jas competencias
locales en estos dmbitos, son también materias sobre las que ostenta competen-
cias la Comunidad de Castilla y Ledn. En esos casos, el Tribunal Supremo afir-
ma con contundencia que «se precisa una coordinacién y colaboracién entre
ambas instituciones, por lo que no procede, ni puede admitirse la celebracién de
convenios sobre estas materias sin la correspondiente colaboracién y el consen-
timiento expreso de Castilla y Ledn».

Los nuevos estatutos de autonomia ante el auge de la colaboracion horizontal:
mds un cambio de mentalidad (y voluntad politica) que de un (snnevo?)
régimen juridico

2008 es un afio prolifico para la colaboracién entre Comunidades Auténo-
mas, por las razones que se han visto, pero ¢tienen algo que ver en ellos los nue-
vos estatutos? Por lo que respecta a la regulacién de la colaboracién horizontal,
hay que concluir que los nuevos textos no flexibilizan el régimen previsto para
tales pactos, aun teniendo margen para ello. El art. 145.2 CE remite a los Esta-
tutos de Autonomia la regulacion de «los supuestos, requisitos y términos en que
las Comunidades Auténomas podrin celebrar convenios entre si..., asi como el
cardcter y efectos de la correspondiente comunicacién a las Cortes Generales».
Sin embargo, los nuevos textos han vuelto en la mayoria de los casos a reiterar
requisitos no previstos por la Constitucién y que complicaban en exceso la for-
malizacién de pactos interautondmicos (por ¢jemplo, la intervencién del Par-
Jamento de la comunidad en convenios y acuerdos que se firmen con otras Co-
munidades Auténomas y la posibilidad de que el Senado recalifique un convenio
—que s6lo debe comunicarse al Parlamento central- en un acuerdo de coopera-
cién con autorizacién de dicha Cdmara). Es més las dos Comunidades Auté-
nomas més suscriptoras de convenios en 2008 (con los datos de los convenios
remitidos al Senado) son el Pafs Vasco (con su estatuto de 1979) y Castillay Leén
(con nuevo estatuto en 2007 que recoge en gran parte la regulacién anterior en
este punto). No ha habido una reforma constitucional, de modo que el régimen
para suscribir convenios entre Comunidades Auténomas previsto por la Consti-
tucién sigue siendo el mismo que el de 1978. Si hay mds colaboracién entre Co-
munidades Auténomas es porque hay una tendencia al alza en los dltimos afios
a colaborar entre Comunidades Auténomas, con los rasgos que se han visto; y
también se «ve» mds esa colaboracién, porque se envia mas al Senado o dan cuen-
ta de la misma los Registros de convenios. Los nuevos estatutos no han cambia-
do el régimen de la colaboracién horizontal, pero su aprobacién si ha tenido un
efecto activador de Ja voluntad politica de los actores llamadas a ponerla en mar-
cha. No se colabora si dos o mis no quieren y las seis Comunidades Auténomas
que han aprobado nuevos estatutos de autonomia se han reunido en 2008 en va-
rias ocasiones (en Zaragoza, el 9 julio de 2008, y, en Sevilla, el 29 de octubre del
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mismo afio) para impulsar justamente la colaboracién horizontal, con resultados
que deben concretarse en instrumentos cooperativos ulteriores (por ejemplo, se ha
discutido la suscripcién de un convenio de licencias de caza y pesca unificadas, para
que las licencias otorgadas en una comunidad puedan tener efecto en el territorio
de otra, o convenio para la formacién de manipuladores de alimentos, de personal
que realiza operaciones de mantenimiento higiénico-sanitario de instalaciones de
riesgo (Fuente: Notas de prensa del Departamento del Interior, Relaciones Insti-
tuctonales y Participacién de la Generalitat de Catalufia, http://www. gencat.
cat/premsa/drep). En 2008, los cambios estatutarios y también los cambios fuera
de los estatutos parece que indican que algo pueden empezar a moverse cn mate-
ria de colaboracién horizontal. Porque hay Comunidades que no han reforma-
do su estatuto, como Extremadura, cuyo presidente lidera Ja celebracién de una
Conferencia de Presidentes autonémicos, de caricter horizontal, tal como lo
estin recogiendo los medios de comunicacién en la dltima parte del afio. En un
sistema, como el Estado autonémico, donde la causa principal de la precariedad
de las relaciones entre Comunidades Auténomas parece ser la propia pasividad de
éstas y su preferencia por el trato con el Estado, 2008 brinda datos que apuntan
a que «algo se mueve». Ese movimiento debe concretarse y pasar de intenciones
politicas, reflejadas en noticias de prensa, a iniciativas e instrumentos cooperati-
vos concretos. Sélo entonces podremos hablar de un despegue de la colaboracién
horizontal en e} Estado autonémico.
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